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… los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales que se vincularon al sector público con antelación al momento en que entró a regir la Ley 812 de 2003, siguen sujetos al régimen pensional exceptuado de que trata la Ley 91 de 1989, en virtud del cual pueden optar, previo cumplimiento de requisitos, por una pensión vitalicia de jubilación a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, las respectivas entidades territoriales o las cajas de previsión…
Estos últimos, que además ejercieron la docencia en el sector privado y efectuaron aportes al ISS con antelación y/o luego de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, y/o lo hicieron a una administradora del régimen de ahorro individual con solidaridad a partir del momento en que empezó a regir el Sistema General de Pensiones, tienen derecho a derivar también de este régimen legal las prestaciones económicas que se otorgan en él, como lo son la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, la propia pensión de vejez entre otras, puesto que, en la hipótesis que se está desarrollando, el régimen pensional del Magisterio es un paradigma jurídico totalmente ajeno e independiente al que se acaba de hacer referencia, razón por la cual sus prestaciones, al tener una fuente autónoma, son compatibles con las que se tienen previstas en la Ley 100 de 1993. Así lo establece el inciso 2º del artículo 279 ibídem…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Hoy, 11 de diciembre de dos mil diecinueve, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 5 de julio de 2019, así como el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a su favor, dentro del proceso que le promueve la señora MARÍA ELCI DÍAZ RESTREPO, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2018-00189-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Elci Díaz Restrepo que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca y pague la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez prevista en el artículo 37 de la Ley 100 de 1993 y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica, la indexación de las sumas reconocidas, intereses moratorios, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Por prestar sus servicios entre el 16 de febrero de 1977 y el 2 de febrero de 1989 a favor de varias instituciones privadas que realizaron las correspondientes cotizaciones al régimen de prima media con prestación definida administrado en ese entonces por el ISS; por medio de la resolución Nº 237 de 12 de julio de 2013 el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio le reconoció la pensión de jubilación en calidad de docente oficial; ante la imposibilidad de continuar cotizando al sistema general de pensiones para alcanzar la pensión de vejez, el 20 de enero de 2017 elevó solicitud de reconocimiento de la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, la cual fue negada a través de la resolución Nº SUB35576 de 19 de abril de 2017 bajo el argumento que entre esa prestación y la pensión de jubilación existía incompatibilidad, decisión que fue confirmada en las resoluciones SUB115266 y DIR11873 ambas de 2017.
Al dar respuesta a la demanda –fls.49 a 55- la Administradora Colombiana de Pensiones reconoció el contenido de los actos administrativos relacionados anteriormente. Frente a los demás hechos expresó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación”, “Imposibilidad jurídica para reconocer y pagar derechos por fuera del ordenamiento legal”, “Buena fe”, “Imposibilidad de condena en costas” y “Prescripción”.

En sentencia de 5 de julio de 2019, la funcionaria de primer grado determinó que la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez prevista en el artículo 37 de la Ley 100 de 1993 es compatible con la pensión de jubilación que otorgaba el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, razón por la que tiene derecho la señora Marta Elci Díaz Restrepo a que la Administradora Colombiana de Pensiones le reconozca y pague la referenciada indemnización en cuantía única de $2.156.098, la cual deberá ser indexada al momento del pago efectivo de la prestación. Ante el fallecimiento de la accionante, dispuso el importe de la condena a favor de la masa sucesoral.
Inconforme con la decisión, la apoderada judicial de la Administradora Colombiana de Pensiones interpuso recurso de apelación manifestando que la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez que otorga el sistema general de pensiones es incompatible con la pensión de jubilación reconocida por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, razón por la que no es dable el reconocimiento de ambas en cabeza de una misma persona.
Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:

¿Son compatibles las pensiones de jubilación que se le otorgan a los docentes nacionales, nacionalizados o territoriales que prestaron sus servicios a favor del Estado Colombiano y que se vincularon antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003 con las prestaciones que se otorgan en el Sistema General de Pensiones?

De acuerdo con la respuesta al interrogante anterior, ¿Es viable estudiar si la señora Marta Elci Díaz Restrepo tiene derecho a que se le reconozca la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez que reclama?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

COMPATIBILIDAD DE LAS PENSIONES QUE SE OTORGAN POR LOS SERVICIOS PRESTADOS COMO DOCENTES A FAVOR DEL ESTADO Y LAS PRESTACIONES ECONÓMICAS QUE SE CONTEMPLAN EN EL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES. 

Con la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003 –Por la cual se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006-, en especial su artículo 81, el régimen pensional del Magisterio dejó de ser exceptuado y pasó a ser parte del Sistema General de Pensiones implementado por la Ley 100 de 1993, para aquellos docentes que se vincularon al sector público con posterioridad al cambio legislativo, según lo dispuso el Parágrafo Transitorio 1º, adicionado por el Art. 1º del Acto Legislativo 01 de 2005. 

No obstante, los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales que se vincularon al sector público con antelación al momento en que entró a regir la Ley 812 de 2003, siguen sujetos al régimen pensional exceptuado de que trata la Ley 91 de 1989, en virtud del cual pueden optar, previo cumplimiento de requisitos, por una pensión vitalicia de jubilación a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, las respectivas entidades territoriales o las cajas de previsión, o las entidades que hicieren sus veces, a las cuales venía vinculado dicho personal, según fuere el caso.
Estos últimos, que además ejercieron la docencia en el sector privado y efectuaron aportes al ISS con antelación y/o luego de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, y/o lo hicieron a una administradora del régimen de ahorro individual con solidaridad a partir del momento en que empezó a regir el Sistema General de Pensiones, tienen derecho a derivar también de este régimen legal las prestaciones económicas que se otorgan en él, como lo son la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, la propia pensión de vejez entre otras, puesto que, en la hipótesis que se está desarrollando, el régimen pensional del Magisterio es un paradigma jurídico totalmente ajeno e independiente al que se acaba de hacer referencia, razón por la cual sus prestaciones, al tener una fuente autónoma, son compatibles con las que se tienen previstas en la Ley 100 de 1993. Así lo establece el inciso 2º del artículo 279 ibídem, que al tenor ilustra lo siguiente:  

“Así mismo, se exceptúa a los afiliados del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración…” (Subrayado y negrilla fuera del texto de la norma).

EL CASO CONCRETO

A la señora Marta Elci Díaz Restrepo se le reconoció la pensión vitalicia de jubilación como docente nacionalizada al servicio del Municipio de Pereira, la cual estuvo a cargo de la entidad fiduciaria que administra los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tal y como se observa en la resolución Nº 237 de 12 de julio de 2013, expedida por la Secretaría de Educación del referenciado ente territorial –fls.18-.

Para reconocer esa prestación económica, la Secretaría de Educación del Municipio de Pereira únicamente tuvo en cuenta los 8358 días de servicios (23 años 2 meses y 18 días) prestados por la señora Correa Granada como docente al servicio del Municipio de Pereira  entre el 22 de agosto de 1989 y el 19 de diciembre de 2012, sin que en ellos se incluyeran los servicios prestados y cotizados por ella entre 16 de febrero de 1977 y el 2 de febrero de 1989 en la Parroquia de la Preciosa, Girpel Ltda. y los colegios Inmaculado Corazón de María y Rafael Reyes que se encuentran reportados en la historia laboral allegada por la Administradora Colombiana de Pensiones -fls.82 a 85-; por lo que, tal y como se explicó precedentemente, las prestaciones que se generen con los aportes hechos al Sistema General de Pensiones, resultan compatibles con la referida pensión de jubilación, pues como surge de manera diáfana, ambas prestaciones económicas no fueron financiadas con los mismos recursos ni se sustentaron en servicios prestados a favor de los mismos empleadores.
Definido lo anterior y teniendo en cuenta que la señora Marta Elci Díaz Restrepo cumplió los 55 años de edad el 19 de diciembre de 2012, al haber nacido en la misma calenda del año 1957 como se ve en la copia de la cédula de ciudadanía -fl.8-, sin cumplir con la densidad de semanas exigidas en la Ley 100 de 1993, pues como se ve en la referenciada historia laboral -fls.82 a 85- en toda su vida laboral cotizó al sistema general de pensiones un total de 178,71 semanas, habiendo declarado su imposibilidad de continuar cotizando cuando elevó la reclamación administrativa el 20 de enero de 2017 -fls.11 y 12-; tiene derecho a que se le reconozca la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez prevista en el artículo 37 de la Ley 100 de 1993.
Como se aprecia en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, la accionante tenía derecho a que se le reconociera en vida por concepto de indemnización sustitutiva de la pensión de vejez a 19 de diciembre de 2012 (fecha en que cumplió 55 años de edad sin reunir los requisitos para acceder a la prestación principal), la suma de $1.654.792 y no la suma de $2.156.098 fijado por la a quo, motivo por el que se modificará el ordinal segundo de la sentencia recurrida.

En cuanto a la indexación de la suma reconocida, como lo advirtió la funcionaria de primera instancia, en Colombia el paso del tiempo afecta el valor adquisitivo de la moneda, por lo que hay lugar a ordenar la actualización de la referida prestación económica causada el 19 de diciembre de 2012, a la fecha en que se efectúe el pago total de la obligación a favor de la masa sucesoral de la señora Marta Elci Díaz Restrepo, fallecida el 28 de diciembre de 2018 como se aprecia en el registro civil de defunción emitido por la Notaría Quinta del Círculo de Pereira –fl.64-.

De esta manera queda resuelto el recurso de apelación interpuesto por la entidad accionada, así como el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a su favor. 

Costas en esta instancia a cargo de la entidad recurrente en un 100%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal segundo de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, en el sentido de CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la masa sucesoral de la señora MARTA ELCI DÍAZ RESTREPO la suma de $1.654.792 por concepto de indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, causada el 19 de diciembre de 2012.

SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia objeto de estudio.

TERCERO. CONDENAR en costas en esta sede a la parte recurrente en un 100%. 

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma el acta por las personas que han intervenido.

Los integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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